Responsabilidad por espectáculos públicos. Deber de seguridad. 

Reg. 283

Fol: 1496

En la ciudad de Dolores, a los     27       días del mes de noviembre del año dos mil siete, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en la causa nº 85.139, caratulada: "MENDEZ, CHRISTIAN c/ COMPLEJO KU-EL ALMA Y OTROS s/ INDEMNIZ. POR DAÑOS Y PERJUICIOS- BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 CONST. PROV.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Francisco Agustín Hankovits y María R. Dabadie.

      El Tribunal resolvió plantear y votar las siguien tes:

------------------C U E S T I O N E S--------------------

      1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2ª.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

--------------------V O T A C I O N----------------------

      I.- El sentenciante de primera Instancia decide rechazar la demanda incoada por el Sr. Christian Marcelo Mendez por daños y perjuicios contra los Sres. Pablo Ricardo Javier Sucaret, Luis Carlos Alietti, Justo  León 

                                                  //////

///// Rimini y las citadas en garantía Visión Cía. Argen tina de Seguros S.A. y La Equitativa del Plata S.A., imponiéndole las costas al actor vencido (fs. 583/588).

      Frente a lo así resuelto la parte actora dedujo recurso de apelación a fs. 594 disconformándose de lo resuelto por el “a quo” respecto a la -según su criterio- forma arbitraria de valorar el material probatorio producido en la especie (fs. 603/604). Asimismo cuestiona, desde el aspecto fáctico y jurídico, la ausencia de condena de la empresa organizadora del espectáculo, con cita de fallos de nuestro superior tribunal provincial (fs. 604 vta./609).

      Sustanciada la pieza apelatoria con los restantes litigantes (fs. 612; 618; 620; 623), dictado y firme el llamamiento de autos, la presente causa se encuentra en condiciones de ser resuelta por esta Alzada (art. 263 del CPCC.).

      II.- Anticipo que le asiste razón en forma parcial al apelante.

      A) En las actuaciones existen testimonios  contra-

                                                  //////

///// puestos en relación a la autoría reprochada al codemandado Rimini. Es así, por cuanto los obrantes a fs. 446, 447 y 448 -sobre los que el impugnante construye su disconformidad sentencial por su exclusión valorativa- afirman que el agresor de la parte actora, autor material de las lesiones sufridas por el recurren te en horas de la madrugada del día 8 de enero de 1995, ha sido el Sr. Justo León Rimini. Mas, también se encuentran aquellos -meritados por el iudex a quo a fs. 585/586- que desmienten tal aserto. Lo cierto es que la totalidad de la prueba valorada por el sentenciante de grado no se aprecia como absurda. Dentro de su margen de discrecionalidad judicial -el que no debe confundirse con arbitrariedad (conf. M. Taruffo, Sobre las fronteras, escritos sobre la justicia civil, Ed. Temis, Bogotá, 2006, p. 177 y sigtes.)- ha llegado a la conclusión que no se encuentra suficientemente demos- trado que Rimini fuera quien le profiriera la herida cor tante a Méndez (fs. 586 y vta.) con apoyatura en las con sideraciones probatorias referenciadas. Frente a la si- tuación testimonial descripta en lo que hace al  extremo

                                                  //////

///// extremo en cuestión, deviene relevante que el propio actor al momento de plasmar su denuncia afirma que ignora quien fue el autor de las lesiones (fs. 1 vta. de la causa penal acollarada) como también no individualiza a Rimini en la rueda de reconocimiento oportunamente efectuada (fs. 103 vta. del citado expte.); asimismo Alonso -que a la postre en sede civil sindica Rimini como el agresor; fs. 448 vta.- en dicha oportunidad próxima al hecho expresa que desconoce como se produjo la herida y quien la profirió (fs. 4 de la causa penal n° 59.962).

      Por lo expuesto, entiendo que este tramo de la pronunciamiento puesto en crisis debe ser confirmado (arts. 375, 384 y 456 del CPCC).

      B) 1. Con respecto a la responsabilidad endilgada a los codemandados Sres. Pablo Ricardo Sucaret y Luis Carlos Alietti responsables del Complejo KU-EL ALMA, cabe señalar que el empresario del espectáculo incurre en responsabilidad contractual si incumpliendo el deber de seguridad -claúsula de incolumidad incorporada tácita mente al contrato  imnominado  de  espectáculo  público-

                                                  //////

///// permite que el espectador sufra un daño (conf. CSJN, in re “Zacarías, Claudio H. c/ Cordoba Provincia de y Otros s/Sumario, sentencia del 28-4-98).

      En efecto, el deber de garantía en el plano contractual reconoce la existencia de la responsabilidad contractual por acto ajeno; obligación que es siempre directa y encuentra fundamento en el art. 1198 CC., y puede determinarse como consistente en el deber que se tiene de preservar a las personas cocontratantes de todo daño que pueda ocasionarse en la ejecución de ciertos contratos que comportan algún riesgo. Esa obligación, si no ha sido expresamente pactada, resulta tácitamente de la naturaleza del contrato como accesoria de la obliga ción principal, conforme a una razonable interpretación adecuada al principio de buena fe contenido en el art. 1198 del digesto civil (conf. La obligación de seguridad, D. Burgos y H. A. Vessoni, JA 1995-I-944).

      En efecto, esta obligación resulta expresa o táci ta conforme la naturaleza del contrato y es secundaria respecto a la obligación principal prevista, de confor midad a la buena fe contenida en el citado artículo  del 

                                                  //////

///// Código Civil.

      Así, la obligación de seguridad es objetiva, contractual y directa y sólo puede eximirse de responder por ella, si en la especie, al comenzar la contienda se hubiese probado que el personal de seguridad hubiera actuado de inmediato y con diligencia y aún así por cuestiones ajenas a su proceder no hubiesen podido hacer cesar la misma.

      Vale decir que nos encontramos frente a un contrato que impone al deudor la obligación de velar por las personas o sus bienes y en virtud de ello se debe garantizar la indemnidad de las mismas en relación a cualquier daño que pudiera ocasionarse.

      En definitiva, entre el cliente de una confitería bailable y la sociedad propietaria de la misma existe una relación contractual surgiendo en consecuencia en forma secundaria la obligación de brindar seguridad a todos los concurrentes (conf. Cam. Civ. y Com. Pergamino, sent. del 28-7-1994). Tal obligación de seguridad es siempre contractual y directa resultando indiferente que haya sido expresamente pactada  por  las 

                                                  //////

///// partes (art. 1197 CC., conf. Despacho mayoritario de la Comisión II de las III Jornadas Bonaerenses de derecho Civil, Comercial y Procesal).

      En consecuencia, al tratarse de una obligación contractual objetiva tácita de seguridad, no resulta indispensable la ausencia de culpa del demandado para eximirlo de responsabilidad, toda vez que lo primordial es la existencia de los controles debidos de seguridad capaces de repeler efectivamente acontecimientos lamenta bles como el presente.

      Los dueños de un local bailable son responsables de acuerdo a las normas del ámbito contractual por los daños que sufrió la actora pues el organizador de even tos en discotecas no puede eximirse de responsabilidad aduciendo que las lesiones fueron causadas por un terce ro, en atención al deber de seguridad que lo obliga a prevenir este tipo de altercados (conf. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala G, sent del 26/08/2004).

      Igualmente y en ese orden, se ha decidido que es responsable el propietario de un local bailable  por  el 

                                                  //////

///// daño sufrido por una persona que se encontraba en el lugar -en el caso, sufrió una herida cortante en el rostro-, ya que por efectuar en su propio beneficio la explotación del negocio debía mantener el control de la seguridad sobre aquél, de manera tal que los con- currentes no sufrieran daño alguno (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala K, sent. del 14/11/2003; en  LA LEY 2004-B, 731 y JA 2004-II, 467).

      2. Los testimonios de la actora son contestes al afirmar que el referido local bailable carecía al momento del incidente de la custodia necesaria capaz de prevenir o repeler en forma rápida y eficaz contiendas como la descripta en autos, conforme lo acontecido. En este sentido, manifiestan no haber podido visualizar el personal de seguridad necesario a fin de hacer cesar el lamentable suceso de autos (fs. 446; 447 y 448 vta.).

      Por otra parte, cabe destacar que de la mayoría de los testimonios se corrobora la existencia de una contienda extendida en el tiempo previa al desafortunado episodio, poniéndose así en evidencia que el personal de seguridad no ha llevado a cabo con suficiente diligencia 

                                                  //////

///// la específica tarea de custodia (fs. 387/389; 446; 447 y 448 vta.).

      Frente a ello sólo se contrapone el testimonio de fs. 357 de quien fuera empleado de seguridad por lo que su fuerza probatoria resulta endeble a tenor de las reglas de valoración de la misma (arts. 384 y 456 del CPCC). No obstante ello, se aprecia persuasiva la expresión que utiliza el mismo al señalar que “estábamos por una cuestión de imagen”, lo que deja trasuntar una determinada actitud. En el mismo sendero, el testimonio de fs. 413 deviene carente de la objetividad necesaria toda vez que la testigo Nancy Pereyra, posee una rela ción comercial con el local codemandado (arts. cit.).

      Por último, el Comisario Gómez, oficial de la Comisaría a cargo cuando se produjo el hecho, refiere a fs. 362 la independencia existente entre la seguridad privada del local y la de la propia policía.

      3. a. En consecuencia el local bailable KU-EL ALMA por el hecho de prestar un servicio de esparcimiento con todo lo que ello implica, debió realizarlo en  condicio- 

                                                  //////

///// condiciones adecuadas en relación al fin para el cual desarrolla su actividad y al no hacerlo es responsable de los perjuicios causados por el incumplimiento o ejecución irregular (arts. 1197, 1198 y cc. del digesto civil).

      Lo hasta aquí expuesto me lleva a determinar que la contienda se produjo dentro del espacio físico Complejo KU-EL ALMA situado en la localidad de Pinamar Prov. de Bs. As., el día 8 de enero de 1995; que las personas que testificaron a lo largo de las actuaciones fueron contestes al manifestar la existencia de una reyerta extendida en el tiempo y que culminara con las lesiones padecidas por el actor Sr. Méndez; que los testigos de ambas partes no pudieron visualizar la supuesta guardia de seguridad existente en el referido local, y por consiguiente existiendo la obligación tácita de seguridad los empresarios titulares del local citado son responsables y deberán responder por el incumplimiento contractual derivado del contrato de esparcimiento existente entre el local y la víctima actora en autos.

                                                  //////

///// b. Sobre ese piso de marcha, es doctrina reiterada de la Suprema Corte de Buenos Aires que las alegaciones o defensas propuestas en primera instancia por la parte vencedora (en la especie v. fs. 67/71) que no ha apelado por haberle sido favorable el resultado del pleito , quedan sometidas al tribunal de Alzada si en esa instancia llegare a ser revocado aquel pronunciamiento (conf. SCBA., causas Ac. 42.311, sent del 31 –10-89; Ac. 40.003, sent. del 11-10-88; entre muchas otras).

      Desde ese enclave, se aprecia que en las presentes actuaciones también hay culpa por parte de la víctima, toda vez que la misma a fs. 1 de la causa penal acolla rada reconoce haber intervenido en la contienda sin ser parte de ella, es decir al inmiscuirse voluntariamente en una reyerta que le era ajena, habiéndolo podido evitarla tratando de ubicar y dando aviso al personal de seguridad, por lo que entiendo que la víctima contribuyó a la producción del daño causado en un 50%. 

      Por lo expuesto los demandados organizadores del evento sólo deberán responder por  el  50%  restante  en 

relación con el hecho de marras.

                                                  //////

///// III. Conforme lo afirmado, corresponde analizar los rubros solicitados.

      La actora reclama gastos de cirugía, curación y medicamentos peticionando por ellos la suma de cinco mil novecientos sesenta ($5.960), como asimismo requiere se le indemnice por daño moral justipreciando el mismo en cincuenta mil pesos ($50.000)(fs. 30 vta./32).

      1. Con relación a los gastos de cirugía, curación y medicamentos, de la prueba pericial médica (fs. 506 y vta.) como de la documental acompañada por la actora, devienen probados los mismos como también razonable la cuantificación realizadas de tales rubros (arts. 375, 384 y 474 del CPCC). 

      La jurisprudencia sostiene desde antiguo que "Si bien el Juez tiene plena facultad para apreciar el dictamen pericial, no puede ejercerla con discrecionali dad, pues para poder apartarse de las conclusiones allegadas por el experto, debe tenerse razones muy funda das, ya que si bien es cierto que las normas procesales vigentes no acuerdan al dictamen el carácter  de  prueba 

legal, no lo es menos que cuando el  mismo  comporta  la 

                                                  //////

///// necesidad de una apreciación específica del campo del saber del perito, técnicamente ajeno al hombre de de recho, para desvirtuarla es imprescindible traer ele- mentos de juicio que le permitan concluir eficientemente en el error o en el inadecuado uso que el técnico hubie ra hecho de los conocimientos científicos de los que por su profesión o título habilitante, necesariamente ha de suponérselo dotado (Conf. JA 1984-II-398 de la CNCiv., Sala F; JA, 1984-III-Síntesis CNTrab., Sala 6ª, JA, 1984-III-398 de la C. 2° Civil, Comercial y de Minas de San Juan; JA, 1986-II-587 de la CNFed. Civil y Comercial, Sala 3°; JA 1986, p. 538 de la CNTrab., Sala 8°; JA, 1987-II-465 de la CNCiv., Sala B; JA, 1988-III Síntesis de la CNCiv., Sala C; entre otros muchos casos). 

      2. Como en reiteradas oportunidades se ha expresa do, la indemnización del daño moral, tiende a reparar la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un valor precipuo en la vida del hombre, y que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual,  la 

integridad física, el honor y los más  sagrados  afectos; 

                                                  //////

///// no supone la existencia de un propósito determinado o malicia en el autor del hecho ilícito, resultando indiferente que provenga de dolo o culpa.

      Se trata así de un daño de naturaleza resarcitoria, toda vez que es la relación de causalidad, no la culpabi lidad, lo que determina la extensión del resarcimiento (arts. 522 y 1078 del Cód. Civ.).

      Asimismo, no tienen que guardar relación estricta con los daños materiales, toda vez que un hecho puede pro ducir daños materiales cuantiosos y no vulnerar o lesio- nar las afecciones legítimas y viceversa, no requirién- dose prueba directa de la existencia y extensión del mismo, ya que se tiene por acreditado por la sóla comi sión del acto antijurídico, es una prueba "in re ipsa", surge inmediatamente de los hechos mismos y en este senti do los jueces gozan de un amplio arbitrio para su determi nación, tornando en cuenta los padecimientos sufridos y las condiciones particulares del damnificado.

      Por ello, teniendo en cuenta la entidad de las le siones padecidas por el actor, sus condiciones personales

personales,  como  las  objetivas  del  siniestro,  y  lo 

                                                   //////

///// señalado en la pericia obrante a fs. 341 vta., es que considero que debe otorgarse por el padecimientos en cuestión la suma de quince mil pesos ($15.000) inclusiva del daño estético (v. fs. 31 vta./32).

      IV.- Finalmente, corresponde abordar el alcance a las citadas en garantía (fs. 71; compañías aseguradoras “Seguros Visión” y “La equitativa del Plata S.A.”), la condena fijada en autos.

      Del análisis de las correspondientes pólizas de seguro obrantes a fs. 118/125 (Seguros Visión) y fs. 133/142 (La Equitativa del Plata S.A.) -siendo ambas auténticas según lo determinado a fs. 425 y 537- surge que en el caso de la primera de ellas, en la cláusula 2ª de la póliza respectiva expresamente contempla que “se obliga a mantener idemne al Asegurado por cuanto deba a un tercero en razón de la responsabilidad civil que surga de los arts. 1109 a 1136 del Código Civil”, mientras que en la cláusula 4° -punto a)- de la misma es pecíficamente se pacta como riesgo no asegurado el deri- vado de obligaciones contractuales (v. fs. 120). Lo pro pio acontece con el alcance de la  cobertura  contratada

                                                  //////

///// con “La equitativa del Plata S.A.” (ver claúsulas 2° y 4° de las condiciones generales; fs. 135).

      En virtud de lo expuesto y toda vez que ha sido el ámbito de la responsabilidad contractual -obligación tácita de seguridad- el determinante del factor de atribución de responsabilidad al Complejo KU-EL ALMA, es que las referidas Compañías aseguradoras quedan exentas de la extensión de la condena respectiva por el hecho acaecido en autos, por cuanto las cláusulas detalladas “ut supra” resultan oponibles a terceros (conf. Causa de este Tribunal n° 84.669 -sent. del 10-7-2007-; CSJN in re “Cuello P. D. c/ Lucena P. A., recurso de hecho”, votos de los Dres. Lorenzetti y Highton de Nolasco, sent. del 7-8-2007).

      V.- Por lo expuesto y citas legales realizadas, propongo en el presente Acuerdo revocar la sentencia apelada y hacer lugar a la demanda instaurada contra “Complejo KU-EL ALMA” y/o los señores Pablo Ricardo Javier Sucaret y/o Luis Ricardo Alietti, debiendo responder éstos en el 50% de lo cuantificado en el punto III del presente voto, con  más  sus  intereses  a  tasa 

                                                  //////

///// pasiva (SCBA, Ac. 43.858, sent. del 21-5-1991; Ac. 59.059, sent. del 25-3-1997; entre otros) desde la fecha del hecho 8-1-1995 y hasta su efectivo pago; con costas a los perdidosos (art. 68 del CPCC).

      Con este alcance, voto pues por la negativa.

------LA SEÑORA JUEZ DOCTORA DABADIE ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.-------------------------------A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. HANKOVITS DIJO:------

      Atento el resultado de la votación precedente, corresponde revocar la sentencia apelada y hacer lugar a la demanda instaurada contra “Complejo KU-EL ALMA” y/o los señores Pablo Ricardo Javier Sucaret y/o Luis Ricardo Alietti, debiendo responder éstos en el 50% de lo cuantificado en el punto III del presente voto, con  más sus intereses a tasa  pasiva (SCBA, Ac. 43.858, sent. del 21-5-1991; Ac. 59.059, sent. del 25-3-1997; entre otros) desde la fecha del hecho 8-1-1995 y hasta su efectivo pago; con costas a los perdidosos (art. 68 del CPCC).

      Así lo voto.

------LA SEÑORA JUEZ DOCTORA  DABADIE  ADHIRIO  AL  VOTO 

                                                  //////

///// PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.-------------------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA. CAMARA DE APELACION.—

Dolores,         de noviembre de 2007.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se revoca la sentencia apelada y se hace lugar a la demanda instaurada contra “Complejo KU-EL ALMA” y/o los señores Pablo Ricardo Javier Sucaret y/o Luis Ricardo Alietti, debiendo responder éstos en el 50% de lo cuantificado en el punto III del presente voto, con  más sus intereses a tasa  pasiva (SCBA, Ac. 43.858, sent. del 21-5-1991; Ac. 59.059, sent. del 25-3-1997; entre otros) desde la fecha 

                                                  //////

///// del hecho 8-1-1995 y hasta su efectivo pago; con costas a los perdidosos (art. 68 del CPCC).

      Notifíquese y devuélvase.

